	Fecha
	18 de Febrero de 1960
	Sesión número
	4

	Motivo: Amparo

	Recurrente: VIDAL UREÑA VALVERDE

	Recurrido: MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS

	Objeto del recurso: El recurrente alega que el delegado del Ministerio de Obras Públicas, actuando con la anuencia de su superior y con su autorización, lanzó los tractores de esa entidad gubernativa sobre su propiedad, botando la cerca y llevándose un lote de terreno de 66 varas de frente como por 15 varas de fondo, así como parte de su casa, y arrancando como 130 matas de café y 25 árboles frutales. Considera que esa actitud es violatoria del derecho de propiedad que consagra el artículo 45 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Que hubo consentimiento expreso del señor Ureña para que se llevaran a cabo los trabajos, siempre que el Ministerio pagara la correspondiente indemnización, previos los trámites que señala el artículo 30 de la Ley de Caminos. El Jefe del Departamento de Reclamos ya se dirigió al Departamento de Vialidad solicitando el informe necesario y el plano para proceder al avalúo en la Tributación Directa. No hay ninguna violación del derecho de propiedad sino simplemente un contrato de compra venta entre el señor Ureña y el Estado, que necesita perfeccionarse mediante los requisitos exigidos por las diferentes leyes que entran en juego en esa clase de convenios.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar el recurso. El recurrente estuvo de acuerdo en la realización de los trabajos que hoy motivan su recurso, y su anuencia se fundamenta en que se le pague el precio de la tierra. El Ministro de Obras Públicas está de acuerdo en pagar el valor de la propiedad (terreno y construcción), y sitúa el caso como “un contrato de compra venta que necesita perfeccionarse”, conclusión que comparte el Tribunal. La forma anticipada en que el Ministerio de Obras Públicas ha dispuesto de la propiedad del recurrente sólo indica la aceptación, por el Estado, de la oferta de aquél, así como de la fijación, por medio de peritos, del valor de la propiedad respectiva. No existe violación de derechos y debe denegarse el recurso.


N° 4
SESIÓN DE CORTE INTERINA celebrada a las dieciséis horas del día dieciocho de febrero de mil novecientos sesenta, con asistencia de los señores Magistrados Quirós (Presidente), Ávila y Jugo.
Artículo Único
Se entró a conocer del recurso de Amparo establecido por el señor VIDAL UREÑA VALVERDE contra el señor Ministro de Obras Públicas, en el que se alega, entre otras cosas, que es dueño de una finca situada en el Centro de San Isidro de El General, por donde se tiene proyectado el paso de la Carretera Interamericana, al Liceo Unesco; que desde hace como un año se establecieron conversaciones en el Ministerio dicho para la venta de la faja de terreno correspondiente, pero que a nada concreto se ha llegado; que el delegado del Ministerio, Ingeniero Rafael Jara, diciendo que actuaba con la anuencia de su superior, y con su autorización, lanzó los tractores de esa entidad gubernativa sobre la propiedad del recurrente, botando la cerca y llevándose un lote de terreno de sesenta y seis varas de frente como por quince varas de fondo, así como parte de su casa, y arrancando como ciento treinta matas de café en su acción destructora, y veinticinco árboles frutales. Considera que esa actitud es violatoria del derecho de propiedad que consagra el artículo 45 de la Constitución Política.
El señor Ministro  de Obras Públicas, dentro del término que al efecto le fue concedido, informó, en resumen: “Realmente este recurso es improcedente por varias razones, a saber: porque ha transcurrido más de un año, según lo expresa el demandante en su escrito, desde que tuvo conocimiento de los trabajos que se iban a hacer (artículo 3°, inciso e) de la Ley de Amparo); porque hubo consentimiento expreso del señor Ureña para que se llevaran a cabo los trabajos siempre que el Ministerio pagara la correspondiente indemnización como es lo usual en estos casos y como siempre lo ha hecho (ver carta original del señor Ureña que presentó adjunta en que dice “que los demás vecinos al igual que yo nos mostramos de acuerdo”…); porque el Ministerio pagará la indemnización previos los trámites que señala el artículo 30 de la Ley de Caminos para lo cual ya dio el primer paso según puede verse en copia del oficio N° 3401 de 8 de este mes que presento en que consta que el señor Jefe del Departamento de Reclamos se dirigió al Departamento de Vialidad solicitando el informe necesario y el plano para proceder al avalúo en la Tributación Directa; y porque finalmente no hay aquí ninguna violación del derecho de propiedad sino simplemente un contrato de compra venta entre el señor Ureña y el Estado que necesita perfeccionarse mediante los requisitos exigidos por las diferentes leyes que entran en juego en esa clase de convenios.”
Previa deliberación del caso, se dispuso declarar sin lugar el recurso de Amparo interpuesto, con base en las razones siguientes: El recurrente, según se desprende, con toda claridad, de los términos de la carta que, con fecha 2 del presente mes, dirigió al Ministro de Obras Públicas, ha estado de acuerdo en la realización de los trabajos que hoy motivan su recurso. Es cierto que, de la misma carta, se infiere, necesariamente, que su anuencia se fundamenta en que se le pague “la tierra que ocupará la mencionada carretera”, así como que él confía en que el Ministro citado “enviará un perito del Ministerio… a fin de que valore lo que ocupe esa carretera” insistiendo, luego de consignar esta última frase, en que no tiene “el menor inconveniente en vender la tierra necesaria”. De otro lado, el Ministro de Obras Públicas, al informar lo correspondiente en relación con este recurso, dice estar de acuerdo en pagar el valor de la propiedad del recurrente (terreno y construcción), y sitúa el caso como “un contrato de compra venta que necesita perfeccionarse”, conclusión que este Tribunal, habida cuenta de la anuencia, arriba analizada, del recurrente, comparte. No obstante, el respaldo que, para el caso concreto, invoca el Ministro por parte del artículo 30 de la Ley General de Caminos Públicos, cree el Tribunal que sólo cabe en los casos en que, específicamente, se trate de propietarios que no están anuentes a vender al Estado, debiendo ser tomado en cuenta el hecho de que el recurrente, por el contrario, sí está dispuesto a vender. En todo caso, ambas partes se han producido, ante los oficios de este Tribunal, en forma acorde con la compra venta respectiva, por lo que, en la inteligencia de que la forma anticipada en que el Ministerio de Obras Públicas ha dispuesto de la propiedad del recurrente sólo indica la aceptación, por el Estado, de la oferta de aquél, así como de la fijación, por medio de peritos, del valor de la propiedad respectiva – como dicho recurrente lo solicitó en la carta antes mencionada – no se está en caso alguno que, de acuerdo con la Ley número 1161 de 2 de junio de 1950, haga procedente el amparo que se solicita – ya que no existe violación de derechos que así lo amerite – razones, las anteriores, a virtud de las cuales debe denegarse el recurso de mérito. Terminó la sesión.- Daniel Quirós S.- F. Calderón C., Srio.
